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1. INTROOUCCIÓN 

El presente trabajo tiene por objeto 
dar cuenta del régimen jurídieo de los 
operadores de C:lble, expresión que la 
legislación reguladora de las telecomu­
nicaciones por cable refiere a las socie­
dades concesionari4\5 -ope legis oen vir­
tud de la adjudicación de un concurso­
del ~ervi c io pübl ico de telecomunicario­
nes por c:lble. 

Antes de pru..:ctlcr:ll examen sistcrn{¡· 
¡ico de tal régimen juridioo. deben formu­
larse las dos consideraciones siguientes: 

a) En primer lugar. este estudio 
circunscribir:! su objeto al régimen 
jurídico-adminislrativo de Jos opera­
dores de cable. con exclusión, pues. 
de los aspectos mercamiles -Ianto 
generales como especificos del Dc­
recho de Ja Competencia-o fisca les. 
penales. ele. de dicho régimen. 

b) En segundo término. no se proce­
derá a 13 exposición sistemática y 
global de todas y cada una de las pre­
visiones que flfcctan flb posición ju­
ñdico-administrativa de l o~ operado­
res de cable. sino que el análisis se 
ceñirá a aquéllas que la práctica ha 
revelado como problemáticas o que, 
por su incidencia sobre la eonfigu­
roeión general de l régimen de las te-

lecomunicaciones por cable en nues­
tro ordenamiento. merecen, a Juicio 
del autor, considemción explícita. 

n. TELEFÓNICA DE ESPA­
ÑA,S.A. COMO TITULA R 
OPE LEG1S DE UN DERE­
CHO PÚBLICO SUBJETI­
VO A LA OBTENCIÓN 
DE CONCESIONES OEL 
SERVICIO PÚBUCO OE 
TELECOMUNI CACIO­
NES POR CABLE 

De la consider.¡ci6n conjunta del ar­
tfculo 6.1 y de la Disposición Ad icion,¡1 
Segunda de la Ley 4211995. de 22 de 
diciembre. de las Telecomunicaciones 
por Cable (en adelante. LTe). resulta 
que en cada ulla de las diversas demnr­
e.1ciollCS terriloriale~ en la~ que se ha 
de dividir el territorio nacional ¡¡ efec­
tos de la prestación del servicio dI! te le­
comunicaciones por cable ex isli rán, 
como máximo. dos operadores de en­
ble: en pri mer término, e l adjudicatnrio 
del concurso correspo ndiellte -o Sil ce­
sionario. en su caso-: y. en segundo lu­
gar. Telefónica de Es paña. S.A., en el 
supuesto de que haya solicilado y obte­
nido de! Minis¡erio de Fomento e l co­
rrespond iente títu lo admi nistra ti vo 
habili tame {apartado I de la Disposición 287 



(1) Véam~ lu.~ {,:on~idcmL'ioll~s que, 
desde la pcrspo..oc!ivi'I polílico-Iegisla­
!iVll aludida en el h':1>!o, se conticm:n. 
~ntrcOlros. en IOS lrab:ljos siguicntl!.S: 
M, ROGER RULL. «Pers¡,ectiwJSde 
desarrollo J(' f(ls tt'fl"comlmiC(ICiOIl(~.i 

por cah/e en Espaiü¡ .. , en lo obrn tO­

k'CljvaQcr;:,~ck'C('JQJllnica ­

~. coordinada por J. CREM."­
DES. La Ley y Minisleriode r'QlIl~ll -

10. 1997, p,1ginas 108-\ y siguicn1cs: 
G. ARIÑO. J.t-.I. DE LA CUITAR.'!" 
y L. AGUILERA, 1 a~ tdecpmun jca_ 
~norcub!e SUfC~1R 
Knl!; yjUlu!'jl Marcial l'ons. Madnd 
1996, páginas 240)' siguientcs: y M. 
CALVO CHARRO, !.jI tele,,; sj6n pm 
gWk. Marcial Pons, Mudrid. 1997, 
p:iginas 15] y siguientes. 
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Adicional Segunda de la lTC), y tenien­
do en cuen ta, en todo caso, que ha de 
prestar el servic io mediante sociedades 
en CllyO capital partk ipc en má'ide I50% 
(apartado 5 de 1;1 misma Disposición 
Ad icional Segunda). 

Pues bien. con independencia de las 
diversas cuestiones que, desde el punto 
de vista po lítico-legislat ivo, podría plan­
tear la atrib ución ex lege a Telefón ica 
de España. S.A. -sociedad que, en la 
actua lidad, es de capital privado cas i en 
su imegridad- de l derecho subjet ivo per­
fecto a la obteoc ión de tírulos adminis­
trati\'os habiliulIltcs pa ra la prestación 
del servicio público de telecomunicacio­
lleS por cab le en todo el territorio na­
cional (mientras que, por el contrario. 
cualesquiera Olros operadores que de­
seen la prestac ión de dicho serv icio ha­
bnín de presentarse a los concursos que 
al efecto se convoque n y rcsulra r 
adjudicalarios de los mismos)1I1, son va­
rios los extremos que desde la perspec­
úva jurídica -a la que se ha de constre­
ñir el presente trabajo- susc ita el exa­
men de la condición de Telefó nica de 
Espafia, S.A. como operadora de cab le. 
S..: da seguidamente cuenta de algunos 
de los más relevantes de tales extremos. 

l . Confonne al apartado 3 de la Dis­
posición Adicional Segunda de la LTC, 
en la redacción dada por la ley 1211 997, 
de 24 de abril. una vez. que haya obteni­
do el título habilitante en cada de mar­
caciól1 , TelefÓnica de Españ:i. S.A. po­

J!Gi -inis:ii¡r.b tfll;?",'itar.UIP ,~I .,'ir.:r;\\u;w 

transcurridos diecisé is meses a contar 
desde la reso luc i6n del concurso de con­
cesión del servicio público de telecomu­
ni caciones po r cab le en la correspon­
di ente de marcación ~o inmedimamente 
de-spués de tal reso luc ión en el caso de 
que el cO l1 curso se declare desierto-o 
Pues bien . se ha suscitado la cuestión 
de si este plazo de dieciséis meses (que 
el Gobierno, a propues ta de la Comi­
sión del Mercado de las Telecomunica­
ciones, puede elevar hasta un milximo 
de veinticuatro meses o reducir, siem­
pre que sea necesario para la existencia 
de una efect iva competencia en la pres­
tación de l serv icio)' no perjudique a los 

intereses de los usuarios) opera única­
mente a efectos de la prestación del ser­
vicio o también a efectos de excluir la 
posibilidad de que, hasta que no haya 
transcurrido, Telefónica de España, S.A. 
esté habilitada para tende r la red de ca­
ble correspondiente (o proceder a la 
adaptllción de las redes de las que dis­
ponga en la actualidad), Aun recono­
ciendo que se trata de una cuestión dis­
cutible, parece razomb le entender que 
Telefónica de España, S.A. únicamente 
habrá de csperardieciseis meses para co· 
menzar la prestación dd servicio, pero 
no para el estab lecimiento de la red, 
supuesto que la LTC alude separada­
mente a los derechos a la prestación del 
servicio y :11 establecimiento de In red 
de cable necesaria para aquella presta­
ción (artícu los 9. La) y 7, 1), moti vo por 
el que debe concluirse que, cuando el 
apartado 3 de la Disposición Adicional 
Segunda de la propia LTC alude única­
menle a la prestación del servic io, es que 
no 11:1 querido excluir la posi bilidad de 
que con anterioridad ,,1 Iranscurso del 
plazo de dieciséis meses se haya proce­
dido ya al establecimiento de la red de 
cable que ha de constituirse en soporte 
de aquella prestación. 

2. Ha sido asimismo cuestión debati­
da lade si la pre stación del servicioa tra­
ves de la sociedad en cuyo capital TeJe­
f6nit;a de España. S.A. participe en más 
de150% -confonne prevé, según se puso 
anterionnente de rel ieve, el apartado 5 
de la Disposición Adicional Segundade 
.líÜ .. T.[ -, hítS1.t ,xenir Sl.nr ,nu::.wlirlflJir.w 
cesión a la misma del correspondiente 
título administrativo habilitante otorga­
doen favor de Telefónica de Espaiia, S.A. 
Tal cesión -que exigiría el cumplimie!110 
en 10 que procediera de lo establecido por 
el artículo 115 de la Ley 1311995, de 18 
de mayo, de Contratos de las Adminis­
traciones Publicas (en adelante, LCAP), 
y tendría obvias repe rcusiones fisca les­
nO era susceptible de ser excluida en tér­
minos t,L'\ati\'Os a la luz de la Disposi­
ción Adicional Segunda de la LTC. de la 
que resulta claramente que es Telefóni­
ca de España, S.A. quien obtiene inicial­
mente el lítu lo habilitanle (pri Iner párra· 
fa del apartado 3), pudiéndose entender 
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(Iue era necesaria su posterior Irnnsmi­
sión a la sociedad panicipada mayorita­
riamente por la misma. Ello noobstalltc. 
yen térm inos de legalidad acaso dudo­
sa, el apal1 ado la) de la Disposic ión Ad ¡­
donal Primera del Reglamento Técnico 
y de Prestación del Ser"icio de TclccQ­
munic:lciones por Cable. aprobado por 
Real Decreto 206611996, de 13 de sc·p­
ticmbrc (en adelante. RT). dispone -con 
la c\'idcnte fi nalidad de excluir. a efec­
los sustantivos y fiscales. la existencia 
de una cesión del tíru lo habil ilanle- que 
la resolución concesiOllH I otorgada por 
el Mi nistro de Fomento ~c fommlizará 
en el contrato concesional suscrito por 
éste y por la sociedad partici pada 
mayoritariamente por Telefónica de Es­
paña. S.A. En consecuencia, la práctica 
h3 resuelto esta cuestión. por más que no 
puedndejarde i n~i5 t irsccn 1,lsdudas(Iue 
I>odría susci tor la legalidad del criterio 
hacia el que se ha orientado aquéll a. 

3. Confonncal artíClIlo4 .3de la LTC, 
ninguna persona física o jurídica pOOrá 
partitip;\C, directa o indirectamente. en el 
capital de una o más socied<KIes adjudica­
tarias de concesiones del servicio de te­
lecomunicaciones por cable que conjun­
tamente alcancen a más ulllHillón y me­
dio de abonados en el tcnilorio del EsI;\­
do español (por más que este lfmite sólo 
afecta:t los servicios de difusión de tele­
visión por cable, según precisa el artfcu­
lo 12.4 del RT). Pues bien, la última fro­
se del primer párrafo de la Disposición 
Adicional Segunda.5 de la LTC dispone 
que a las sociedades participadru. mayori­
tariamente por Telefónica de España. 
S.A .. a lr.\ \'& de las que ésta presta en lo.s 
diversas demarcaciones el ser.;cio públi­
co de telecomunicac iones porcable. «les 
serd de aplicado/! lo pre\'Ísto en el apar· 
tado 3 del ll rtículo 4 tle la presellle Ley. 
e" ig/IO/t/tul lle cOlldiciolles con el resto 
de los operadores de cable». Habida 
cuenta de que aquella previsión se refie­
re a las sociedades participadas porTe le­
fónica de Espclia, SA, y no a ésta Lilti­
mo, se ha suscitado la cuestión de si el 
conjunto de las socil:dades participadas 
por Telefónica de España, SA pueden o 
no alcanzar una cifra superior a un OlÍ­

lIón y medio de abonados en elterrilOrio 

del EsL.'ldo espaiiol en relaciÓn con los 
servicios de difusión de televisión por 
c:¡ble. A juicio de quien sust.'1i be ~y sin 
peljuicio de las consideraciones de índo­
le político- Iegislativn que también en este 
úmbitosc podríall susc itar-, el tenor de la 
Dispo!>ición Adiciuna l $cgullda.5 de la 
LTC es inequívoco}' debe conducir a la 
conclusión ele que Telefónica de España_ 
S.A. es la única persona jtuídica exclui­
da de la aplk-:u: ión de lo establecido por 
el artículo4.3 de la LTC (conclusión ésta 
que , por lo demás. no parece sino lógico 
corolario de la a.tribuciólI a Telefónica de 
E ... pnlla. S.A. del dcn.:cho !>ubjctivo pc..--r~ 

fl."C to él la 0~cnci6n de utulos habllitantes 
en tooo el territorio nacional). 

4 . Por último. se plantea la cuestión 
del alcance del apartado 6 de la Disposi­
ción Adicional Segunda de la LTC. con­
fonne al cual Ins cond iciones y caracte­
rísl.icac;; del servicio de tclccomll nicacio~ 

llCS por cable qve preste Telefónica de 
Espa na, S.A. debenm ser iguaJes a las 
estipuladas en los contralOS conccsion:lles 
de los segundos operadores, y habni..n de 
cumplir <l'tl1mbiéll-" los requisitos esta­
blecidos en lo ... pliego;¡ de bases de los 
concursos par .. la obtención tic la cOllce~ 
sió n en cada demarcación . Teniendo en 
cuenta la mención separada que esteap..'U'~ 
tado 6 realiza de los comnltos 
concesionales )' de los pliegos de bases. 
así como la ci rcunsh'UlcÍll de que bIS ofer­
tas presentad:\S por los adjudicatarios de 
los eonClIf'SOS ronnan pane de los co­
rrespondientes contralos concesionales, 
como anejos de éstos (según se establece 
en los diversos pliegos reguladores de los 
concursos ya cOIl\'ocados parn el otorga­
miento de conces ioncs del servic.io de te~ 
lcconmnicac iones por cable). se ha sus~ 
citado la cuestión de si las sociedades 
mayoril:ariamenle participadas por Tele­
fónica de España. S.A. estarán o no vi n~ 
culadas por las mejoras que. respecto de 
los mínimos cstablecidos por los pliegos 
de bases. hayan (annulado en sus ofenas 
los licitadores adjudicatarios de los con­
cursos. En pro de una rcspue"'13 negati va 
a tal cuestión podría argumcntarse quc. 
en el momCll lo en que Telefónica de Es­
paña, S.A. manificsta su disposición a 
prest:tr o no el ser .... icio en cada demarca~ 289 



!lO l\'tlluralmente, la dimulCión con­
lenlda en el leila ¡Jcbe cnlend(,,"f$c 
sin perjuicio de la prooeckncia de 
fealnar un examen tndi\ idualilUdo 
de las difcrelltes mejoras ofrecidas 
por ellll:iuldor oojudicoutrio II dee­
lOS dI.' delennin:ar s; ddx:n Ilpliearse 
o no o In ~oel1:dad partic ipado 
mayoriuuiamenle por Telefónica de 
1;.)1)31\3_ S.A. cpur ejemplo. rKI pare­
ce rlidl u priori <:osIencr la aplicabi­
hdud 3 ésu de los (,,"OmproJlllsos de 
1 ¡'lfI fa~ máxinli\~ gnrnnlizadas even­
tlIalmenle asumidos por aquél). 
(" Prooo.b1enlenlc dt:b., atribuirse una 
pane no lM!qucila del é;t¡¡¡o, aludido 
en d texlo. en 111. 31mcci6n de inver­
sión pnvada de calidml al set'lor de 
In.~ telOCOlT\unicacinnes por c1blen I~ 

modifieacioncs ud régimcn jurldicu 
d~ 61.1 ~ inlroollcid.1S ~cIsanlenle 

con aquella finnlltwd pord Real 0::­
c:relo-Ley (i/!Q9!), de7 dejunlo. Una 
rt:fcn.1,,; aulal nJUdlr ... -aL10Clt:li pue­
de verse en el trtloojo del autor de 
~IUS If"c¡1S <k.11011tÍnado .. Prirm·r plI­

$0 hlldo/II /ibt-rtIl1:t1ciJII dI! /tu ri!lt· 
cOlllufli~-W:I()I~S ("SfHriW}/flS(R~(Jllk· 

t:rrlo-uy6l/99ó. d~ 7 ,/tjllluo) ... en 
ta obra eolccli\alkfQrm;¡,~ 
1.01,,60 ccQn6mcca l.os DecreIOS-ls­
)'l:sdc junjo 1296. Civi lllS. 1996. poi­
glllas 155 y sigulcnl..:.~. Una vnlorn­
ción g(:DCrtl l del n!gullen juridico de 
las lcl~","'Ornul1iclll;on..:s p.Jt":llblc pllO:­
d~ hallarse en ellmb.1jo de J.M. DE 
LA CUÉTARA MARTiNEZ ... &'1 
Lq d.' Te/tCO'lIwli~'(lciúlll'S por C(I­
ble de 22 tletliclI:mllfr' di' 199j-~. C/I. 

ta ohm cQlcel1va Derec ho de las T .... 
IccoJ!lunicacjU!ws. cil, CIl In NOlll 1. 
p1gi nu .~ 15 Y ~iguic nl CS. 
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ción, ú¡ücamente conoce el pliego de b.'l­
.ses, pero 110, evidentemente, la orerta pre­
senta_da por el licitador adjudiemario 
(Ilpartado 2 de la Disposición Adicional 
Segunda de la LTC). Ello no obstame, 
n I) puede dejar de ponerse de relieve que 
el tenor del flpanado 6 de la Disposición 
Adicional Segunda de la LTC es inequí­
voco. razón por la que no será fácil en 
absoluto exonerar con carácter general a 
Telefónica de España. S.A. ·en términos 
jurídicamente válidos- de la vinculación 
11 las mejoras ofrecidas por l o~ licitado· 
res adjudicatarios de los concursos en las 
diversas demarcaciones.!':!1 

DI. ADQUISICIÓN DE LA 
CONDICIÓN DE OPERA. 
DORDECABLEMEDIAN· 
TE LA ADJUDICACIÓN 
DEL CONCURSO CON· 
VOCADO AL EfECTO 

Un:l vez expuestas las mas relevan· 
tes cm:SlÍ<mes que suscita la atribución 

ope fegis a TelefónÍC-a de España, S.A, 
del de recho subjetivo perfecto 11 la ob· 
tención de la condición de operador de 
cable. se da cuenta seguidamente del 
procedimiento u través del cual socie­
dad es dis l inl i l ~ de las part ic ipadas 
mayori tariamente porTelef6nica dcEs­
paña, S.A. pueden obtener aquella con· 
dición en las diferentes demarcaciones. 

Como se apunió anteriormente, tal 
procedimiento no es sino el consistente 
en ra o{)(cnclOn de la correspondIente 
concesión en el concur~ que al efecto 
ha de convocar el Minislro dc Fomento 
(artículo 6.1 de la LrC). En el momen· 
to en e l que se redactan estas líneas ya 
han sido convocados concursos para el 
olorgamiento de concesiones en un ele­
vado número de demarcaciones, habien­
do sido objeto de resolución varios de 
cUos. Se exponen a continuación algu­
nas de las cOlIsidcrncione-s generales que 
susciw. el análisis de los procedimien­
(O s contractuales iniciados o resuellOS. 

l. Ante todo, no puede dejar de ponerse 
de relieve el éxito que, en términos rela-

tivos, cSlá suponiendo, desde la perspec­
tiva de la Administmción General del 
Estado. el proceso de aplicación de lo 
prevcnido por la LTC y el RT. Efectiva­
mente. frente a las dudas que en diversos 
momentos de tal proceso se han suscita­
do acerca de la capacidad de aquélla de 
IlImer a inversores interesados en la pres­
tación del servicio cn muchas de las de­
marcacionc.s (teniendo en cuenta el mo­
mento relativamente tardío en el que, por 
contraste con lo ocunido en otros países, 
se han desarrollado entre nOSQ{ros las te­
lecomunicaciones por cable, la posición 
de inferioJidad de la que pune el opera­
dor ndjudicntario del concurso frell te a la 
sociedad jllll1iciplltL1 por Telcf6nil:a dc 
E~p'\fi:l , S.A. y. entre olros di\'crl>OS fac­
lOres que podrím¡ mencionarse, la com­
petencia que en relación con las redes de 
cable suponen en ocasiones otros sopor· 
tes para la prestación de servicios de le­
lecomunicoción), el hecho es que han sido 
prescnladas ofenas·y en muchas ocasio­
nes lI\;ís de unft- a prácticamente lodos 
los concursos cOIl\·oc.1dos hasta el mo­
mento presente, h<tbiéndosc fommlizado 
ya diversos contralos concesionales y 
siendo previsible el comienzo de la pres­
tación del sef'\'icio de telecomunicacio­
nes por cable por los correspondientes 
ndjudicatarios en un plazo muy breve. 
UIS telCCOlllllnicnciones por cable hrmllc­
gado a España tarde; pero van a llegar -
parece· con fuenaiJ1 . 

2. Debe deSlltCarse, en segundo térmi­
no, la relevante panicipación reconoci­
da a las Comunid.1des Autónomas en el 
procedi miento adminislralivo tendente 
al otorglllll ienlo de concesiones del ser­
vicio público de telecomunicaciones por 
c,1ble. En efecto. no obstante ser éste 
un servicio público esencial de ti tulari­
dad estalal (arg. arts. I.l de la LTC y 
2.1 de la Ley de Ordenación de [as Te­
lecomunicaciones). es lo cierto que la 
titularidad autonómica de competencias 
sobre los medios de comunicnc.ión so­
cial (anículo 149.1.27 de la Constitu­
ción) hadeterminado la inserción de un 
trámite de informe vi nculante de las 
Comunidades AlItónomas acerca del 
coutenidotlc los pliegos de bases admi­
nistrativas y condiciones técnicas en los 
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3spectos relacionados con sus compe­
tencias (art icu las 6.2 de la LTC y 7 del 
RT), así como la presencia de 111100 ,'a­
rios n:prcsentantes de aquéllas en las 
diferemes :vIesas de Contratación (artí­
culo 6.3 de la LTC). En general. el es­
quema de di~ tri bución compc¡encilllla­
boriosmncmc disciiado por la LT Y el 
RT pafCce respetuoso con las previsio­
nes constitucionales)' eSl.nutOlrias apli­
cables al respecto, razón por la que es 
acreedor a una valoración favornble' ~ . 

3. Por lo que atañe a loo requisitos ex igi­
dos para la fonnulac ión de ofertns a los 
concursos, la prJclica ha suscitado diver. 
S,1S cuestiones. cntre las que pueden des­
tacru5C 1:15 dos siguientes: 

al En primer lugar. [a relativa a la fo r­
ma Juridica que han de revestir [os li­
citadores. En efecto. el 311ículo 11. 1 
del RT dispone que podr.in presentar­
se a los COllcursos las sociedades ,m6-
ninws, sin aludir a la posibi lidad de 
que liciten uniones de sociedades anó­
nimas o, incluso, uniones de empre­
sarios (de las previstaS con carácter 
general por el articulo 24 de [a LCAP) 
de las que fonnen parte socied .. lde.~ 

anónimas y personas juridicas que no 
revistan tal fonna. Pues bien. no obs­
tantc el silcm:io al res peCIO del dIado 
precepto del RT, los diversos pliegos 
reguladores de los concursos ya con­
.... ocados parael otorgamiento de con­
cesiones del servicio público de tele­
comunicaciones por cable prevén la 
posibilidad de que las ofenas iI los 
mi~mos se presenten. bien individual­
mente por una sola sociedj!d anóni­
ma. bien por una unión de sociedades 
anónimas, supuesto este último en el 
que los empresarios integrantes de la 
unión han de asumir el compromiso. 
1}.1m el C.1SO de que su oferta resulte 
adjudicataria. de e~l i tui r um\ sola 
sodedad anónima (,'011 anterioridad a 
la firma del contrato concesional. 
A juicio de quien suscribe. y sin per­
ju icio de reconocer el c.'lfácler discuti­
ble de In cuestión, parece defendible 
lalegalidaddc la previsión po1 los plie­
gos de la presenlación de ofenj!s por 
uniolll:sdesocied.1desanónimas.pues-
10 queel artículo 11 .1 del RT noexige 

expres:unente que la presentación por 
dich!ls sociedades sea individual. y no 
cunjunra. Porcl colltrario, rnucho lllÍls 
discutible parece la práctic;:\ adminis­
trativa -sancionada en varios de los 
concursosyn con\'ocndos~e ll cuya vir­
tud se adm.itcn <l trám.itc ofertlls pre­
sentadas por uniones de empresarios 
entrequienes figuran entidades que no 
re\1Stenla fo mla de soc iedades an6n i ~ 

mas, supuesto que en tal hipótl!sis el 
acuerdo de admisión parece oponcrse 
frontalmente al tenor literal del artícu­
lo 11.1 de l RT (que línicamente pcnni­
te que se presenten n los concu rsos las 
sociedades anónimns). 
bJ Por otra parte. se ha liusci lado la 
cuestión de si. a efectos de apreciar 
la ~oh'encia económica y financiera 
)' técnica o profesional (requerida por 
el artícu lo 11.1 del RT. mediante la 
remisión a lo establecido por los ar­
trcu los 15 y siguientes de la LCAP) 
que inexcusablemente ha de concu­
rri r en los licitadores, pueden tener­
se en cuenta las c ircunstancias con~ 

currentes en sus acc ionis tas o. pore l 
colltrario. únic:lmente pueden "ajo­
rarse las que se refi eran a la propia 
sociedad :m6nima licitadora. El p¡¡~ 

rrafo segundo del artícu lo 15.1 de la 
LCAP reslringe. ciertamente, los su­
puestos en los que. a efectos de apre­
ciar la solvencia de una persona ju­
rídica. pueden va lorarse circunslan­
cia~ CQncurrentes ell otras personas 
jurídicas (pues ún icamente prevé lal 
posibilidad en e l caso de que licite 
una personaj urídicadominante. per­
mitiendo tener en cuen ta los medios 
de las personas jurídi cas por c it a do­
minadas siempre que COIlClIfran dc­
tenlli nadas c irc lI l1 s tanciu s), pero 
tarnbiénes cieno que el artículo 19.c) 
de la propia LCAP prevé, a efectos 
de la apreciación de la solvenc ia téc­
nica o profesional. que se conside­
ren el equ ipo y las unidades lécni cas 
panicipan!es en el contrato, «esttll 
0 '10 imegrados directamente en la 
empresa del cOlllrat is f{J». 

Tcniendo en cuenta los contrapueslos 
d:!Ios normativos de los que queda he­
cho m~rito en el párrafo anterior, debe 

". En rcladón con tas compelCflc ms 
auton6micas en m:llena de teleco­
Illunic~clOnt.:S por cable. Yéallse. 
emreolros. tos ~iguienlcs uOlbajos: 
r.·t. CARR1LLO. «Unión Er.ropi'o. 
CClIlImidadL'S AIII ,jm)llws)' Trkl'i­
JiÓII " . en la obm COI..;(; liv;¡ ~ 
de lo' TdcCOUl . cil. en 
ta NOI:t 1, p:\gm.1s 317 y siguien­
les: C. GAY RJENTES. "Lo ges­
liÓ" (lI1/(mómicil dI! la lelf"l.'isióm •• 
en In mi~mll obra. \."U.!ccll\lI. pági­
n.1~ 48't Y ~i guicnles. J CONDE 1 
CASTEJÓN. «El Reglamenla dI! 
1(1~ Tdecolllllll;cacim,es 110' Ca · 
ble ... en la miSlllu obrol ~·otct.:livlI. 

pági na) 555 y siguienles: G. ARI­
ÑO. J.M. DE LA CUtrARA. L 
AGUlLERA . 0t>. ci l. en la NO!:I l. 
p:l.gtnas 260 y siguienles: y M. 
CALVO CHARRO. op. dL en la 
NOIa t. p:iginas t 09 Y siguielltes. 
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.!, En relación con la fí gurn ,Ic las 
g¡¡r:md3$ cspecíficas cn el pliego 1\:­

guiador del concurso aludido en cl 
tcXIO. puede vusc el trabajo dclllu­
tor de es.e capílulo .. Lo 1~It'frm((I 1>16· 
.,¡¡ ) la mptura dd mOf1o¡wlio del 
st'" ¡do /~/t'fóltko Msico_, CivilRS 
RC"lsta espanol:¡ dc [)c.:n:cho Admi­
nistn1li\·o. 92. octubreldicie mbre 
1996. págmas 597-598. 
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adquirir valor determinante. a juicio de 
quien susl.:ribe. la consideración siguien­
te: si se admite la presentación de ofer­
tas por uniones de sociedades anónimas 
(posibili tando la acumulación de las ca­
racteristicas de todas eUas a efectos de la 
apreciación de la solvencia de la unión 
licitadord) siempre que exista el compro­
miso de constituir una sola sociedad anó­
nima antes de la fonnaliz;\ción del e011-
trato concesional. parece claro que afor­
l ior; deben tenerse en cuenta los méritos 
de los accionistas de la soc iedad anóni­
ma que presente una ofet1a individual 
siempre que exista un cOl1lp ro l1l i ~o ex­
preso por parte de aquéllos de que, el1 cl 
Caso de que la sociedad licitadora resul te 
Mjudicataria de! concurso, aponanín a la 
misma todos los medios que sean necc­
s.mos parael adecuadocump!imiento por 
ésta de las obl igaciones resultantes del 
contI'llto concesiOllal. 

4. Finalmente, no puede dejar de 
ponerse de rclie\'C que los diversos plie­
gos aprooodos P.'\ffi regular los concur­
sos convocados para el otorgamiento de 
concesiones legitimadoras de la gestión 
indirecta del servicio de telecomunica­
ciones por cable prevén en su c1ausuló\do 
la atribución de un relevante valor. a 
efectos de la apreciación de los méritos 
invocados por los licitadores. a las ga­
rantías consti t u i da..~ por éstos en respal­
do de los compromisos que hayan a~ll­
mido en sus ofe rt a~, disponiéndose Cl(­

prcsamente que entre tales garantías se 
valorarán especialmeDte los avales. Se 
sigue aquf el sendero iniciado por OtrOS 
concursos para el otorgamIento de cun­
cesiones de scr\'icios públicos de tele­
comunicaóones -singularmente. el re­
lati vo a la concesión del servicio de te­
lecomunicación de valor añadido de te­
lefonía móvil automática en su modali­
dad GSM!S -, habiendo mostrado la pníc­
ti ca la notable util idad que, desde el 
punlo de vista de la tu tela dcl interés 
público defendidu por la Administración 
General del Estado, tiene la previsión 
de la constitución de estas garantías, en 
la medida en que los diversos licitado­
res las han ofrecido en cuantías sign ili­
cilti vas, y ten iendo en cuenta en todo 
casoquc. de conform idad oon lo preve-

nido por lo~ pliegos reguladores de los 
concursos. en el ~upuesto de que un 
comprom iso esté respaldltdo por una 
garantía específica, la responsabilidad 
del concesionario por el incumplimien-
10 de aquél quedól li mitada a la ejecu­
ción de 6.ta, sin que dé lugar, en conse­
cuencia. a la aplicación del régimen So'\n­
donador general previsto por la LTC. 

IV. RÉGIMEN JURÍDlCO­
ADMINISTRATIVO DE 
LOS OPERADORES DE 
CABLE 

Se da seguidamente breve cuenta de 
los extremus InAs relevantes del régimen 
jurídico-administmti .;o dc los operado­
res de cable, dis tinguiendo a este efecto 
los aspectos que se refi eren a su régi­
men subjetivo y las situaciones jurídi­
cas subjetivas activas y pasivas que 
con~ti tuyen el contenido propio de la 
relación conccsionul. 

.4. Reqllisitos subjet;yos 

l. El régimenjuridico-adminislIl1ti vo 
de los opcradorc~ de cable se establece. 
con car{¡cter geneml, en desarrollo de la 
LTC. en el articulo 12 del RT. suscitán­
dose, en primer lugar. la cuestión desi Jos 
requi si tos previstos por éste son exigibles 
sólo una ve7. que se ha produc ido la adju­
dicación del concurso en favor de uno de 
los licitadores o, por el contrario. a efec­
tos de la v:1Jida presentación deorertas por 
é,.C)<; Fn f;\\"ordel ~e2undn ténn¡nnde la 
alternativa expuesta OIx:m el tenor liteml 
dclartícul0 11 . l del RT, que exige que los 
licitadores cumplan los requisitos estable­
cidos porel artículo 12del mismo cuerpo 
normativo. Sin embargo. la práctica, en 
términos que nocabe considerarsino muy 
favorablemente, ha nex ibili zado notable­
mente el ri gor resultante de aquel tenor, 
CStilblcciendo, entre otros, los siguientes 
t.:ri terios interpretativos: 

a) Por lo que concierne al capital 
m[nimo ex igido por el artículo 12. l.a) 
de! RT (al amparo de la habil itación 
confe rida por el artículo 4.1 de la LTC). 
se ha entendidoquc la obl igación de te-



ner ~uscri to y desembolsado c150!} del 
mismo es exigible. conforme por lo de­
lI1á~ resulta del anículo 12. I.c) del pro­
pio RT. en el momento de la firmn del 
contrato concesional. y no, por el con­
trurio. en el de la presclltad 6nde la ofer­
ta correspondiente. 

b) En la mism¡tlinca. Iaetigencin (im­
Iluc:.ta por los artículos 4.1 de la LTC y 
12. 1 del RT) de que la preslnción del ser­
"lcio de telecomunicaciones porcable se 
incluya en el objeto social opcr:l en la 
práctica s6lo en relación con los adju· 
dicmarios. y 110 respeclo de los Hcit;¡do­
res. de fonml que, en el supuestO de que 
la oferta se presente por una unión de 
sociedadcsnn6nimas. no es necesario que 
la prestxión del ciw.do sen'icio se inclu­
ya dentro de los resl>ccli vos objelos so· 
ciales de todas )' cada una de cUas. 

2. Lo.'\ar1ículos4.3 dcl~ LTy 12.4 del 
RT disponen q ue ninguna persona física o 

juridica puede. directa o indirectamente, 
participar en el capital de operndores de 
cable que conjuntamente alcílllcen a más 
de millón y medio de abonados a los ser­
vicios de difusión de televisión por cable 
en el tenilorioc..<;paiiol. Con im!cpcndcn­
cía de las considcntcioncs antcrionncnte 
fonnulauasen re laóón con la no sujeción 
de Telef6nica de España. S ,A,. al Hmite es­
tablecido por los citados preceptos. debe 
ponerse ahora de re~e ... e que la constitu­
cionali<itld de éste es más que discutible. 
Enefcclo. lacollSecucncia de Incitada 1>rO­
hibición puede ser la de quedelcmlillados 
ciudadanos queden excluidos del acee50 
al servicio de difusión de televisión por 
cable {en la. hipótesis de que los dos con" 
cesionarios en la correspondientedemar­
cación -o alguna persona física o jurídica 
que participc en su accionariado y. en su 
caso, ell el de otros opcmdorcs de cablc­
hayan alcanzado ya el limite máximo del 
millón y medio de abonacios), lo cual se 
opone al principio-que debe reputarse de 
rango constitucional- de igualdad de to­
dos loscspañoles en el acceso a los scn'i­
cios plíblicos. Desde c.sta pcrspccliva. el 
pármfo añadido al artícu lo 4.3 de la LTC 
por el Real Decreto-Ley 611996, de 7 de 
junio, no puede considerarse suficiente, 
pues se limita a habilitar al Gobierno, a 

propuC,',la de la Comjsi6ndel MCrclldodc 
las Telecomunicaciones. para suprimir o 
modificar la prohibición anteriormente 
indicnda, siendo asr que lo procedente. en 
estrictos témli IlOS ju 1; d ico-consli tuc ionfl­
les. hubiera sido su imncdiata ~uprcsi6n 
sin m:íS61• 

3. Por lo que Bmite a la pm icipaci6n 
en el capital de IIb soc iedades opcrndoras 
de cable de personas fisicas e;(tl':1tl)cras o 
de personDs juridicas domiciliudas en el 
extmnjero, el artículo 4.2 de la LTC se re­
mileal ;mículo 15.2 de la Leydc Ordena­
ción de las Th!eCOlllU n i cncionc~ . rcm isión 
éSla de la que resulln que la panicipnción 
dccapilal extmnjero en las ~ucicdadcso¡x:­

mdoras de cable qucdn liberalizada (.'On 
carácter general hasta e1 25% del capital 
social de 6 t8S. exigiéndose autorización 
de Consejo de Ministros para :.upcrar el 
indicado porcenlajc. Debe tenerse en 
cuenta, en todo casu, que, seglttl precisa 
e¡;;prcsamentcel propio :utículu 4.2 de [¡t 
LTC, aefectos de inversiones extranjeras 
el sen·icio prestado por los operadores de 
cable no licne la consideración de servi­
cio fi nal o portador. de formu que no se 
reputa aClividad dlrCelamenlC relaciona­
dacon ladefensa nacional y. en COIIM:cucn­
ci:!. y como ha precisado el ¿lJÚculo 12.2 
del RT, el capital procedente de un Estado 
miembro de la Un ión Europea se equipa­
ro en este ámbito al capital españolm. 

4. En fin. el artícu lo 4.4 de la LTC 
ex ige autorización adminislrativa prc­
\·i" para lodos los actos y It~godos jurí­
dicosque impliquen la transmisión. dis­
posición o gravamen de las acc iones 
representativas de l capItal social de los 
operadores de cabl e. En relac ión con 
esta autori zación se ¡;uscitan las dos 
cuestiones siguiente:,: 

a) En primer lugar. la medida eu la que 
la misma es ex.igible pard la tr:msmisión. 
disposición o gravamen de las acciones 
representativas del capilal social de las 
sociedade,s que hayan obten ido concesio­
nes provisionales del servicio de telev i­
sión local por cable al amparo de la Dis­
posición Transitoria Primer.¡ de la LTC. 
bien hastaqueoblienen laconcesión defi­
ni tiva. bien. en el caso de no obtenerla. 

,., Véa~e al r~pt'c lo G. ARINO. 
J.M. DE LA CU~T .. ~ RA y L. 
AGUILERA. op. cit. en la NOla 1. 
página:. 349 y 469-470. 
". Pro¡).)IlC unn progresiva disminu­
ción tic t3 S rc,-¡ Irirdoncs a la IllVCf­

sión extrnnj t rn no comunitaria '-"n 
et scclortl,' las lelc..:omumcaclOocs 
por cable J . CRE~ADES GAR­
dA, "El O,,"cho dr 1m 1tlt'CDnUl­
niellciQ"e) t'Ir El/ro"" )' f'n E!pa­
,ia~. en la obra colccliva ~ 
sic las Tdl'rnmunic jlci one~ dI. en 

la Not., 1. p.1gin:ls :"2 y 53. Vé.1Se 
:lsirni:.mo. en retaci6n cun C~UI U1l­
teria. HA. LÓPEZ LOZf), NO . .. El 
rpl-!imell j llrid;co llr ¡liS rfll'cr! iO/leS 
t').fr(lIIjt'I{/j "" las Itlecollllllricacio­
" I'N. en la crtada obr..t cok"Cliv¡¡. 
páginas 1094 ) ~i su ¡ entcs. 
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hasta que se extingue su concesión provi­
sional. AU/Kjuc la consideración de l te­
nor literal de los títulosconcesionalcs pro­
visionaJes otorgados basta el momento 
presente porel ~li ni Sl.eri o de Fomento pu­
diera conducir n una respuesta afirmativa 
a la cuestión Sll~cil ada. nuestro cri terio -
rcspald"ldo por la pnictica administrali va­
es contrario a la e~igelleia de aUlori 7.a.c Ión 
ndtninistr.\tiva en el supuesto cX:lmi nado, 
ya que las concesiones provisionales se 
otorgan en virtud de consideraciones es­
trictamente objetivas (en concreto, la ex­
plotación comercial de una red de televi­
sión por cable el día 24 e!c diciembre de 
1995 y lasubsiguientesoliciluddeinspcc­
ción al Ministerio de Fomento). y abstmc­
·ción hechaen consecuenciadecualesquie­
ro circunstancias subjetivas concurrentes 
en la per.;ona física o jurídica ti tular de la 
red decable en cuestión, razón por I:l que 
el cambio de tales condiciones subjetivas 
en modoalguno debieraserobjclode con­
trol administrnti \·o. 

b) Por otra parle, aunque pudiera inI­
cialmente enteooerse que la ll.ulorizaciÓn 
a la que se refiere el anículo4.4de 1<1 LTC 
tiene un cie.rlocmcterdiscm: iona! (pues­
to que noexiste precisión nonnati va algu­
na de los parámetros concretos a los que 
debe ajustarse el ejercicio de la potestad 
correspondiente), parece claro que aqué­
lla unicamente podrá denegar.;e l)()r ruflll 
de 1lI00i \'osobjetivos rcfcridosa la presta­
ción del servicio público de las telecomu­
nicaciones por cable, moti vación ésta que 
deberá constar expresamente en la reso­
lución denegatoria (anículo 54. 1.0 de la 
Le)' 3WI992, de 26 de noviembre) y po­
drá fundar, en consccuencia, el correspon­
diente rerurw. Precisamente la revisa.­
bilidad jurisdiccional del fondo de las re­
soluciones administrativas denegatorias 
de la autorización pre\~stn por el artículo 
4.4de la LTCexplica, a nuestro juicio,quc 
los pliegos regl.l ladores de los diversos 
concursos hayan previsto la fonnul<lción 
por loo licitadores decompromisos volun­
tarios de estabilidad accionarial. 

en los artÍL'\¡]OS 9 de 13 LTC}' 25 del RT. 
así como en los preceptos con ellos con­
cordantes y en los pliegos reguladores de 
los distintos coOCW"Sos. Se e.xponen se­
guidamente las cuestiones más relevan­
tes conccmiellles a tales derechos: 

l. La obtención de la concesión del 
servicio publico de telecomunicaciones 
por cable habili ta a su ti tular para la 
prestac ión de los siguientes servicios: 

a) En primer lugar, el servicio porta­
dor de telecomunicaciones, con exclu­
sión del servicio portador soporte del 
servi cio dc difus ión de televisión por 
ondas herlziunas regulado por las Le­
yes 4/1980. 46/1983 Y 10/1988 (p'''' 1, 
prestación de éste se halla monopoliza­
da por el Ente Público RETEVISIÓN 
ha.~ ta la fi nalización del plazo previsto 
por el arl ículo 11 de la Le)' 10/1988-
Disposición Transitoria Segunda. d!! la 
Ley 1111997-, refcrcnciacsta últ.ima <IU!! 
la práctica parece haber entendido en el 
sentido de aludir sólo al plazo de diez 
años establecido por el dtado artículo 
I 1, sin incluir las prórrogas previstas por 
é~le). Cuando el operador de cable pres­
te servicios port adores le será de apli­
cac ión, como Il ll podía ser de Olra ma­
nera, el Reglamento Técnico y de Pres­
tación del Servicio Portador de Alqui~ 

1er de Circuitos, aprobado por Real De­
creto 1558/1995. de 21 de septiembre 
(artículo 31.4 del RT). 

bJ En segundotémlino, los serv icios 
de difusi6n, de video bajo demanda y 
de vídeo a la carta. excluidos los de te­
levisión terrestre por ondas hertzianas 
(artículo 28.b) del RT, que debe consi­
derarse conjunt3melltc con el artículo42 
del mismo cuerpo normativo, en el que 
se defi nen los citados conceptos). 

c) Por otra parte, los servicios de 
valor añadido, siempre que se disponga 
de los correspondientes títulos habili­
tnntes (artículo 9.l.e) de la LTC), los 
cuales. por consiguiente. no van anejos 

B. DeredlQS de los operadom· de cable a la concesión del ~ervicio público de 
telecomunicaciones por cable. 

Los derechos de los operadores de 
¡;able ~enumeran. con carácte.r general, 



d) Por úllimo. servicios finales de IC­
k'comunicación (artículo 9.l de la LTC), 
debiendo tcncrse en cuenta, por lo que 
respecta al servicio telefónico básico. que 
el operador de cable podrá pre.<;tarlo a 
partir del día 1 de enero de 1998 previa 
comprobación por el Ministerio de Fo­
mento del cumplimiento de los requisi­
tos que se fijen reglamentariamente para 
eSle scn i c.io (fijación que ha tenido lu­
gar con el Real Decreto 191211 997, de 
19 de diciembre, por el que se aprueba el 
Reglamento técnico)' de prestación del 
servióo fi nal telefónico básico y de los 
servicios portadores). En todo caso, y 
hasta su total liberalización. la preslll,ción 
del servicio final telefónico básico en el 
ámbito de la demarcación halmí de reali­
zarse. entre el punto de tcnninación de la 
red y el nodo local de conmutación. a tra­
vés de la propia red e infraeslructuríl del 
concesionario (DispoSICión Transitoria 
Segunda de la LTC, en la redacción dada 
por [a Ley [2/[9')7). 

2. En segundo ténnino, cI concesiona­
rioticnedcrcchoa lapcrccpcióll desusabo­
nadas de 1<Ci correspondicntes tarifas (artí­
culo 9, I.d) de la LTC), las cuales serán li­
bremente fijadas por aquél con dele.rmina­
das excepciones. comprendida la posibili­
dad de que, transcurridos rres anos desde el 
otorgamiento de la concesión, el Ministro 
de Fomento eslflblezcH tarifas máximas 
para los servicios de tc!ct.:omunicaciones 
por cable cuando se produzcan en el mer­
cado prácticas colusorias o de abuso de 
posición dominante que caU5en un perjui­
cio a los usuarios finales de los servicios 
(artículos 9.2de la LTC y29del RT). 

3. El concesionnrio tiene asimismo 
derecho, como es conllin a las concesio­
nes de sc .... ·iciOli públicos, al manteni­
miento del equilibrio coonómico-linan­
ciero de la concesión, derecho éste cuyo 
contemdo se modula en lérnlÍnos signi­
ficativos por el p.-lrrafo segundo del artí­
culo 27 del RT. el clIal declara quc no se 
entenderá prodllcida \1 11<1 alter.lci6n de 
dicho equilibrio -y, en consecuencia, no 
existirá derecho a indemnización- en los 
casos de ~,el!lrada de nuevos competido­
n.f ell la IJresracióll del servicio» )' de 
M /lemciríll de IllS cOlldiciones de pre .• -

lación que se derivell de disposiciones 

legales o de ,1O/711{/(ivo cOlllllllitario». 

Respecto del primero de ellos, podría 
cuestionarse su aplicabi lidad en la hipó­
lesisde desp/lblicatio de la at,;ti\oidad co­
rrespondiente, supuesto que en tal caso 
no se produciría In entrada de nue\'os 
competidores cn 13 preslación del servi­
cio, sino que éste habría desaparecido el1 
cuanto tal. len iendo por ende lug3I la pri­
vación de un lítulo concesional de evi­
dente valor pau·imonial. rozón por la que 
podría plantearse la procedencia dcsu in­
demnización. Por lo que atañe, por Qlm 

parle. a la alteración de las condiciones 
dc la prestación derivad..1 de dispos icio­
nes legales. p:lrecc evidente, n la luz de 
la Disposición Adicional Tercera.3 de la 
LTC, que no podrá exc luirsc cl dcrccl l0 a 
la indemnizaci6n en el c<\!)o de que ill .11-
temción de I:i ecuación financiera tenga 
su origen en normas autonómicas, raz n 
por la que la referenc ia, contenida en el 
citado párr.úo segundo del artículo27 del 
RT, a las ",dispmicio/lt!s lega/es» debe 
entenderse limitada a las del & tndo. 
como por lo demás han precisado acena­
damente varios de los pliegos aprobados. 

4. En fin, el operador de cable tiene 
derecho a la utilización de 13S infraes­
tructuras de las que disponga Telef6nica 
de Españ:l, S.A. y sean sus(..'Cptibh:::s de 
empicarse en la prestación de servicios 
de telecomurucacione::. porcable (Di¡;po­
sición Adicional Segunda.7 de la LTC), 
por más que el articulo 52 del RT haya 
restringido a las redes troncales la obli­
gación de suministro impuesL.1 a Telefó­
nica de España, S.A., re..li lricción ésta cuya 
lcg:\lidad e¡. ob\-iamente, dudosa. 

C. Obligaciones de los opf!TlId(Jres de 

coble 

Las obligaciones de los operadores 
de cilble se relacionan. con carácter ge­
neral. en los artículos 11 de la LT y 26 
de! RT, así como en los preceptos con 
ellos concordnntes )' e1l 100s cláusulOls 
contenidas en los plicgos rcguhldores de 
los divcrsos concursos. Se alude segui­
dmncnte iI algu nas de las cuestiones más 
relevantes que se han suscitado en rela­
ción con dichas obligaciones: 295 



1, En reL1Ción con la ClIC',lión :!Iud¡· 
d.lI en c1 lcAlo. dtilcn 1(,.'1lCr~ en CUC II· 
1.1. entre OIr:I.~ nom"'l~. la Ley 311 910. 
de 11 de 11\;'<1'/.0. suhre e.\prupiIU:IÓll 
forros:! e impcxidÑl de semdumhre;¡ 
de p:L5U de lílK.~ ~'lIbk;~ '1 haces he¡t· 
ll:tno~ par.! lo serviCIOS de IcJOCo-

1IIl.1lllUdón 'J rndi.xllfu)IÓfI de )Unj· 
do~e im!\g.:ne~ ,lell!sl;¡do. y 10l> anf· 
culos 13 'J slguielllcs del Rt'¡;lamen· 
10 di:: des.mplln de I:! Le'J j I1l9~1. 

de 18 de dld~·mbll:. de OrJenoción 
de I :I~ l<:1.:comunlca.::lOn~. en re la­
ción con el dOllllniO públ ico rodio­
eli!clrkn y los ..efVicio~ de v~lor una­
dldo. aprohado por Rcu l Decreto 8441 
19119.de7 tlejul iu. 
,l . En rd;¡~i6n 0011 la c ll eSli6 n dc la 
concnul':l -y con la posibilidad de 
cntclldc¡ que)c impone n los opera· 
dore~ de cab le unn ubJtga~'i6n de 
uni;'el ~:l l ilo'lf el servicio en el ámhi-
10 de Sll demarefiClón-. véan.le J . 
eONDE 1 CASTEl ÓN. or. cit. en 
la NOla .:.. ~gin11 558. '1 R. GAR­
e l /\ BR .... GADO Aef7'o1 • .. El t'l la­

hli'rimil'nlO de ill!r,1I'SlnlC/I.; r(ll. Ex· 
propU/Ciffll. 1/0111;11;0 p¡¡blico, Ilrbi, -
1IIi.ftIO Yllli'dIlJombllmlt ... en 111 obra 
cQleCl iv:l IJ5Jo:rbp ri( las ldccpmu· 
~ rilo en la Nol:!. 1. ¡Já~ i . 
11:\$ 970 Y (¡gllienlc.~ 

110, ruf. Lluis de Carreflls Sienu . .. T('· 
/"comllll;Cacimll'.i por cabll'! >' Al/' 
".ill isIN/cllÍn mlmici/H.''''', Derecho 
Privado y COIl~I¡lUclI'm . 10. 1996. 
Ilágill~ 5 83 y ~ s. 
10 1, En (,'UIl\:I'i!IO, el Ayunl:ull icllto de 
Madri¡l. en b OrdenWllo1COl'respoll­
¡henlt. llpmba¡lll por cl l'leno en su 
~es !"n del dia 29 de noviembre de 
10)96. ha im:lulIlo exprt.::uncnlc a 
lo( opcrndores ele cnbledclltl'Ode las 
empresa.> <': .'(p lotadora~ dt .\ervicios 
de s nl1lin ¡Sl ro~ :1 IIIS que. confonne 
al párrafo segundo tJc l artkulo 45.2 
de la Ley 39/1988, les es exigible 
un lKCC;io 1,,¡I.ol ioo del 1..5% de los 

inga."Sos b,'ulos I'ro~ ... 't1clllcs de la 
f:\t:lurnción que oblenS-1n anulIhnen­
le: en el té.mino municipal. como 
cot'llr.lpreQ:lcitm por 1:1 \llili7~1ción 

pri"P11\,¡t o el pprO\ecl l:ll llicnlu 0,:$' 

peci:ll del dnmimíl ",lblko local. 
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l. El operador de cable está obligooo 
a establecer la red de cable necesaria para 
la preshlción del servicio. pudiendo utili­
z.'U' redes e infnlcstnH .. 1urru; ya exiSlentes 
O coru;truir las infraestructur.lS necesarias 
pam el trans¡xlIle y la distribuci6n dc las 
señales en su demarcación (ar1ículos 7.1 
de la LTC y 23 del RT). A efectos del 
cstélblecimiento y la explot.1ci6n de tales 
redes, SOIl de aplicación a [os operadores 
de cílblc los articulos 17 y 18 de la Ley 
de Ordenaci6n de las Telecomunicacio­
nes (que, COn refcrenci:t a los servicios 
fi nales y portadores, recollocen 1:\ facul· 
[ad de ocupación del dominio público y 
dcdaran la utilidad pública del eSlable· 
cimiento de la red a efectos de la legis la­
Ción expropiatoriapJ. Por 10 demás. la 
Disposición Adicional Sexta de la LTC)' 
el rutículo 50 del RT prevén la posibili· 
dnd de preslación del servicio mediante 
sistemas dislintos al cable (que hagan uso 
del espectro radioelécuico), por 11m que 
los pliegos reguladores de los concursos 
han impucsto signifiC:lti llRS restricciones 
al álllbilo geográfi(;Q y Icmpom.l de las 
dcnominadas redes de cable sin cablt y, 
(;n todo caso. prevén el otorgamiento de 
una puntuación superior a las ofertas que 
se comprometan a no hacer uso -o a ha­
cerlo en menor medida que las demás­
de eslOs sistemas distintos del cable. En 
fin , por 10 que concicmc al establecimien· 
to de la red de cable, los pliegos regula­
dores de los concursos eslablecen un pla· 
zo máximo para la cobertura de las co­
rrespondientes demarcaciones. enten­
diéndose. de conformidad con los crite­
rios fijados por la Administración, que 
una dClenmnadazonacstá cublena sIem­
pre que sea posible acceder a la misma, a 
petición de un potencial usuario del ser­
vicio. en un pinzo razonable (convencio­
nalmente est.1blecido en el enlomoclc los 
dos nlCSeS) y a un precio prefijado (prc· 
cio estc último que puede incorporar. to­
tal o parcialmente. el cosle del tendido 
de la red hasta el lugar en el que se ha de 
producir la prest.1ción del servicio al so­
lici tante del mismoy~J. 

2. El operador de cable está asimis­
mo obligado al abono de l a~ tmas y los 
ciÍnones resultantes de la normativa vi· 
gente, comprendido el canon coocesio-

nal anunl del I por 1000 de los ingresos 
brutos de c.xplolnciólI (Disposición Adi­
cional Duodécima de la Ley de Ordena­
ción de las Telecomunicaciones. en la 
redacción dada por la Ley 13/1996. de 
30 de diciembre) y. en el caso de ulilizar 
el dominio público radioeléctrico. el ca­
nOll correspondiente ala concesión dema­
nial previslo por el artículo iJ y la Dis­
posición Adicional Novena de la propia 
Ley de Ordenación de las Telecomuni­
caciones. Por otra parte, el operador de 
cable estará ohligado a abonar el precio 
pílblico correspondiente a la utilización 
privativa o especial del dominio público 
local que sea necesaria para el tendido 
de la red de cable, habiéndose suscitado 
en témlinos polémicos la cuestión de si 
el importe de dicho precio público debe 
screll '5% de los ingresos brutos de ex· 
plotación, en aplic.1Ción del artículo 45.2. 
párrnfo segundo, de la Ley 3911988. de 
28 de diciembre. Reguladora de las Ha­
ciendas Locales, o, por el COntrarlO, pue+ 
de ser eslablecido por cada A}'Untamien­
to. en el cjercicio de su potestad normati· 
va. alcndidos los criterios gcnemles pre­
vistos por el primer párr¿o del citado 
preceplo de la Ley 39/1988 (en sfmesis. 
valor de mercado del dominio público 
aprovechado o de la utilidad derivada del 
aprovcchamiento). A mi juicio, y aun­
que C~ claro que 10 mención de las cm· 
presas ex plotadoras de servicios de su­
ministros que afecten a la general idad o 
a llna p.1rte imponante de l vecindario 
(conlenida en el segundo párrafo del ar­
tículo 45.2 de la Ley 3911988) no se re­
fe ría inicialmeme a los operadores del 

seJ'\'lelO de lelecomUfllC2.ClOneS por ca­
ble, parece evidente que está justificada 
la aplicación. siquiera sea analógica. o 
éstos de aquel precepto'IO, en ténninos 
que, por lo demás. hém sido ya <K.'ogidos 
por algún relevanle A)'Untamiento 111. 

3. Conforme al artículo 11.1 de la 
LTC, el operador de cable está obliga­
do a distribuir a todos los abonados co­
nectados a la red los servicios de difu · 
sión de telev isión por ondas regulados 
por las Leyes 4/1 980. 10/1988 Y 46/ 
1983 [letras e) y [)]. Por lo que con­
cierne a los servicios de difu sión de te­
levisión local, el deber de distribución 



únicamente se impone a 105 operadores 
si los gestores de aquéllos lo solicitan 
(letra g) del citado anículo 11.1 de la 
LTC), debiendo entenderse. en defecto 
de espcciúc..:ación nonnativa en contra· 
rio, que los se rvicios que han de 
distribuirse en vinud de la citarla previ­
sión son todos los de televisión locaL 
tanlO si se amparan en las previsiones 
suslanli vas de la Ley 41 /1995, de 22 de 
diciembre. como si lo hacen en su régi­
men transitorid l 21

. 

4. Por otra pane, los operadores de 
cable están obligados a interconectar sus 
redes con el fi n de prestar los servicios 
conccdidos. así como a facili tar el ac­
ceso a sus redes de todos los operado­
res de servicios que lo deseen, pJm per­
mitir la interconexión de circuitos y la 
interoperabilidad de los servicios (Dis­
posición Adicional Undécima de la Ley 
de Ordcllllción dc las Tc1ccomunicacio­
ne~, en la redacción dada por la Ley 121 
1997, Y anfculo 37 del RT). Teniendo 
en cuenla que los operadores de cable 
ún iC4llnenle pueden prestar servicios 
portadores a otros servicios de tcleco­
municación en el ámbito de su dcmar­
cación (artículo 9.I.e) de la LTC), cuan­
do aquéllos pretendan la interconexión 
de sus redes deberán uti lizar, con carác­
ler general, los servicios portadores re­
gulados por el articulo 14 de la Ley de 
Ordenación de las Telecomunicaciones, 
excepto en el supuesto de qllC las de­
marcaciones sean colindantes y pene· 
neZCiln a un mismo término municipal 
o de que. tratándose de municipios dis­
tintos. exista continuidad deedificación. 
casos en los que la interconexión puede 
hacerse eOn medios propios de los 01>C­
radores de cable (artículo 8 de la LTC). 
Pues bien, no puede dejar de subrayarse 
la más que dudosa compatibilidild de las 
restricciones a la interconexión directa 
mediante los propios servicios I>ortado-­
res establecidas por el citado precepto 
de la LTC con la Directiva 95f511CE, 
de la Comisión, de 18 de octubre, que 
impone a los Estados miembros el de­
berde suprimir las restricciones a la in­
terconex ión directa de las redes dc tele­
visión por cable por pane de los opern­
dores de televisión por cablel lJ). 

5. En fin, la e.xposición del cuadro 
general de las situndones juricl.icas sutr 
jctiym; pasivas de los operadores de ca· 
ble no puede concl uirse sin la realización 
de una genérica referencia a la posibili ­
dad de que, tr.mscurritlos cinco años des~ 
de la ilprobaci6nde la LTC. el Gobierno 
eslablezca oblig:lciones de servic io pú· 
blico sobl'( los servicios de telecomuni­
caciones por cable. en el marco de un 
concepto de serv icio plíblico flex.il>le. 
eyolutivo y adaptado ala dIsponibi lidad 
de 1m; lecnologfas apropiadas (Disposi. 
ción Transitori a Cuan ll de la LTC). 

V. EXTINCIÓN DE LA 
CONDICIÓN DE OPE­
RADOR DE CABLE 

La concesión del servicio ele teleco· 
municaciones por cable se ext ingue pu r 
transcurso del p!:IZO previsto para su 
durac ión y por resolución (artfculos 6.5 
de la LTC y 17 Y 20 del RT). Por lo que 
respecta al plazo. la Ley 12/1997, s ¡ ~ 

guiendoal Real DccretcrLcy 6/1996. ha 
modificado el artículo 6.5 Llc la LTC. 
estableciendo una dumc..:i6n máxima de 
25 años. con posibil idad de prórrogas 
sucesivas de 5 años (y con el límite ge­
neral de 75 nños prev isto para todos los 
contratos de ge.~ti6n de serv icios públi· 
cos porel arlículo 158 de la LeAP). En 
lodo caso. una vez extinguido el cun­
tralo, el servicio revcnirá a la Admirtis· 
traci6n. que asumirá asimismo la litula· 
ridad de los bienes afectos al mismo, con 
sujeción, en cuanlo a la eventual indem~ 

nizaci6n al conces ionario. a lo preveni· 
do en general ¡)IX la legislación regu· 
ludofl1 de los contratos adlllini ~ lra t i vus 

(anícu lo 24 del RT). Parece evidente. 
en relaci6n con este extremo, supuesto 
el contenido del precepto citado y el del 
artículo 165.1 de la LeAP. que la rever· 
sión ha de producirse prcc i~amcnte en 
favor de la Adrninjstración Geneml del 
Estado. y no, según han establecido sin 
embargo algunos de los pliegos regula~ 

dores de los concursos en rel ac ión con 
las obrils de infraestru ctura civil. en fa· 
vor del correspondiente Ayuntamiento. 

4111 Sobre la norma d~llomil1:lda 
mus,.ca,.,y. véanse. entre otros, G. 
ARlNO. J.M. DE LA CUÉTARA 
y L. AGUILERA. op. d I. en la Nota 
1, págintlS 340 'f ~igllicnlcs. y s. 
MUÑQZ MA CHAtJO. ~ 
pÚblico y UJ"'!ulií!. 'fIlIllO 11 ,1..iI.:i..1!<:. 
I.:coOll lOjcarj0lltS. Ch'lltIS, Madrid. 
1998. p:íginas 232 y sigUientes. 
".'1 Vfase al rt:SpccIO cl lrnbajodd 
autor de estas llneas .,Sen IrinS f'Q'­

tador~S>o. el! In obra eok-cliva 1&:. 
I)'cbo dt: las Irlw!!OI.!Ojc.1Ci!Hl!js­
dI. en la Nota t. páginas 370·371. 
Por lo rlem:is. en el mismo !lenTirlo. 
O. ARIÑO. J.M. DE LA CUÉT.'\.­
RA y I~ AGUILERA. op. el!. e~ la 
Nota 1, pág. 462. 
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